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RECOMENDACIÓN 13/20121 
 

Concluida la investigación de los hechos referidos en el expediente 

CODHEM/EM/573/2011, esta Comisión procedió al análisis de la queja, a la 

valoración de los informes allegados y demás evidencias reunidas con motivo de 

la sustanciación del procedimiento, y resolvió que existen elementos que 

comprueban violaciones a derechos humanos en agravio de quienes dijeron 

llamarse Araceli Castro Ramírez, José Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández 

Alvarado, atento a las consideraciones siguientes: 

 

DESCRIPCIÓN DE LA QUEJA 
 

El catorce de julio de dos mil once, personal de esta Comisión llevó a cabo una 

visita de inspección en la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán, en cuya 

área de galeras, quienes dijeron llamarse José Rodríguez Vázquez y Araceli 

Castro Ramírez, y ser migrantes centroamericanos rumbo a los Estados Unidos de 

América, refirieron que alrededor de las 14:30 horas del mismo día, en compañía 

de una persona más, fueron asegurados por solicitar dádivas a transeúntes. 

Abundó la detenida que tenía aproximadamente cinco meses de embarazo. 

 

En la misma visita, la licenciada Mónica Jhoana Roth Pineda, oficial calificadora 

del segundo turno, informó que la presentación estuvo a cargo de los policías 

municipales Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie Molina Mata, y que 

por la mencionada conducta, verbalmente, desahogó la garantía de audiencia e 

impuso 24 horas de arresto a los presentados. 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
1 La recomendación 13/2012 se emitió al presidente municipal constitucional de Tultitlán, Estado de México, el 
30 de agosto de 2012, por violación de los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica. El texto íntegro de 
la Recomendación se encuentra en el expediente respectivo y consta de 42 fojas. 
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Durante el trámite del expediente de queja se tuvo conocimiento de que el tercer 

asegurado dijo ser José Luis Hernández Alvarado, quien, al igual que José 

Rodríguez Vázquez, fue liberado a las 19:00 horas del catorce de julio de dos mil 

once; además, de que el tres de octubre de dos mil once, se impuso las sanciones 

de amonestación y arresto al hondureño Ángel Fernando Buendía Quiroz, de 17 

años de edad. Por los hechos de queja, este organismo instó la intervención de la 

Contraloría Municipal de Tultitlán, que radicó el expediente CM/QD/084/2012. 

 

PROCEDIMIENTO DE LA INVESTIGACIÓN 
 

En la integración del expediente de queja, se requirió el informe de ley al 

presidente municipal constitucional de Tultitlán; fueron recabadas las 

comparecencias de servidores públicos relacionados con los hechos; se realizaron 

visitas de inspección en la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán, así como 

en la respectiva Contraloría Municipal; asimismo, se fijó un periodo probatorio, 

durante el cual la autoridad municipal no ofreció medios de convicción. 
 

PONDERACIONES 
 

Este organismo consideró oportuno reiterar, como cuestión preliminar, que no se 

opone en modo alguno al ejercicio de las tareas que la policía municipal y los 

oficiales calificadores realizan para salvaguardar la integridad física y patrimonial 

de la ciudadanía, la paz, tranquilidad, el orden público ni, en suma, a todas 

aquellas acciones que tengan como objetivo asegurar el pleno goce de los 

derechos humanos, y pugnará siempre porque los servidores públicos 

relacionados con esas labores apeguen su actuación a los principios de legalidad, 

objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 

humanos. 
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Violación de los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica 
 

Acorde con lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, corresponde a las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los 

derechos humanos reconocidos en ésta y en los tratados internacionales de los 

que el Estado mexicano sea parte, de conformidad con los principios de 

universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 
 

De igual forma, en el segundo párrafo del citado numeral, se reconoce el principio 

pro homine, el cual implica que la interpretación jurídica siempre debe buscar el 

mayor beneficio para la persona, por lo que se debe optar por la aplicación de la 

norma más amplia y favorable cuando involucre proteger derechos humanos. 
 

Asimismo, en los artículos 14 y 16 de la citada Constitución federal, se prevé que 

la autoridad, en el ejercicio de sus facultades y atribuciones, está obligada a actuar 

con apego a la legalidad y a la seguridad jurídica. 
 

En este contexto, del principio de seguridad jurídica, como componente esencial 

del Estado de Derecho, se desprende que todo acto de autoridad debe cumplir las 

formalidades esenciales del procedimiento, constar por escrito, ser emitido por 

autoridad competente expresando los fundamentos y motivos que lo sustenten y, 

sólo en caso de flagrancia, dará lugar a un aseguramiento, que únicamente será 

procedente por actos contrarios a la normatividad penal y administrativa aplicable. 

Así, la autoridad ante la que sea presentado el infractor debe escucharle en 

garantía de audiencia, la cual constará por escrito, y la sanción que le imponga se 

materializará también de manera objetiva, enunciando los preceptos legales que 

legitimen el acto y las razones vertidas para la aplicación de la ley. 
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En el ámbito internacional, tanto el derecho a la legalidad como el de seguridad 

jurídica se encuentran previstos en instrumentos de carácter universal y regional, a 

saber: Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 3°; Declaración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, numeral I; Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos, artículo 9.1, y Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, artículos 7.1, 7.2 y 7.3. Normatividad en la que se establece 

que todo ser humano tiene derecho a la seguridad de su persona y a la libertad, 

de los que no puede ser privado salvo por las causas fijadas por la ley, por tanto, 

no puede sometérsele a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 

En los artículos 115, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, y 123 y 124 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México se establece que los municipios están investidos de personalidad jurídica, 

cuyos ayuntamientos tienen la facultad de aprobar bandos, reglamentos, circulares 

y disposiciones administrativas de observancia general, necesarios para su 

organización y funcionamiento. 
 

Además, en el artículo 150, fracción II, inciso b) de la Ley Orgánica Municipal del 

Estado de México se dispone la forma de organización y funcionamiento de la 

función calificadora, y que los oficiales calificadores pueden conocer, calificar e 

imponer las sanciones municipales que procedan por faltas o infracciones al 

bando municipal, reglamentos y demás disposiciones de carácter general del 

ámbito municipal, excepto las de carácter fiscal. 
 

No obstante, el catorce de julio de dos mil once, los servidores públicos Jorge 

Jhonattan Vargas Fuentes, Marco Ronie Molina Mata, Mónica Jhoana Roth Pineda 

y César Alain Velázquez Hernández violaron los derechos a la legalidad y 

seguridad jurídica, al haber restringido arbitrariamente la libertad de quienes 

dijeron llamarse José Rodríguez Vázquez, Araceli Castro Ramírez y José Luis 

Hernández Alvarado. 
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Adicionalmente, en la integración del expediente de queja, se tuvo conocimiento 

de que el tres de octubre de dos mi once, personal de la Oficialía Calificadora 

Zona Centro de Tultitlán impuso amonestación y arresto a quien dijo ser el 

hondureño Ángel Fernando Buendía Quiroz de 17 años de edad. 
 

a) Esta defensoría de habitantes documentó que el catorce de julio de dos mil 

once, Araceli Castro Ramírez, José Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández 

Alvarado fueron arbitrariamente detenidos por los policías municipales de Tultitlán 

Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie Molina Mata, al aducir que por 

solicitar dinero en la vía pública habrían faltado al respectivo Bando Municipal. 
 

En efecto, José Rodríguez Vázquez manifestó a personal de este organismo que 

aproximadamente a las 14:30 horas del mismo día “estaban él, su esposa y otra 

persona, parados en un semáforo, pidiendo dinero a la gente que pasaba para poder 

comprar alimentos, cuando llegaron unos policías […] los subieron a la patrulla y los 

trajeron a este lugar”, versión que resultó conteste con el dicho de Araceli Castro 

Ramírez. 
 

En la misma visita, la licenciada Mónica Jhoana Roth Pineda, titular del segundo 

turno de la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán, manifestó a personal de 

esta Comisión que la puesta a disposición de los agraviados estuvo a cargo de los 

policías municipales “Jorge Vargas y Mario Molina […] quienes le manifestaron que los 

presentados fueron sorprendidos pidiendo dinero en la vía pública, infringiendo el artículo 

24, fracción XXXI, del Bando Municipal […] no se encontraban amagando o amenazando” 
y, de su comparecencia ante este organismo, se desprendió que el tercer 

presentado dijo llamarse José Luis Hernández Alvarado; oportunidad en la que 

reiteró que los mencionados elementos policiales, el catorce de julio de dos mil 

once, le refirieron que los agraviados únicamente estaban pidiendo dinero cuando 

fueron asegurados. 
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Aunado a lo anterior, en sus comparecencias ante esta defensoría de habitantes, 

los propios policías municipales Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie 

Molina Mata no refirieron que los agraviados hubiesen incurrido en amagos ni 

amenazas al pedir dádivas a transeúntes de Tultitlán, sino que sólo se 

encontraban solicitando dinero para satisfacer sus necesidades alimentarias. 
 

Por su parte, el pasante en Derecho César Alain Vázquez Hernández, secretario 

adscrito al segundo turno de la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán, 

aseveró que los policías Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie Molina 

Mata refirieron a la licenciada Mónica Jhoana Roth Pineda que la presentación de 

los agraviados estaba motivada “por pedir dádivas en la vía pública […] los 

presentados […] comentaron que […] se encontraban pidiendo dinero por necesidad y 

que no estaban amenazando a la gente”. 
 

Ahora bien, en relación con las alegadas petición de los transeúntes y solicitud de 

apoyo de vecinos que, respectivamente, refirieron el director de Seguridad Pública 

Municipal de Tultitlán y la oficial calificadora de esa localidad, y que habrían 

justificado la detención de los agraviados, resultó necesario subrayar que no se 

sustentaron con medio de convicción alguno; por el contrario, de las 

comparecencias ante este organismo de los policías municipales, se desprendió 

que lejos de solicitar su detención, una transeúnte reclamó a éstos su proceder:  
 

Jorge Jhonattan Vargas Fuentes: “el día catorce de julio […] sobre la 

avenida Tlalnepantla-Cuautitlán […] esquina del Tepalcapa, a tres personas se 

les invitó […] antes de la detención que se pasaran a retirar, que no podían estar 

pidiendo dinero ahí […] se me acercó […] una persona del sexo femenino, me 

insultó […] que si desconocía los derechos de los migrantes”. 

Marco Ronie Molina Mata: “esas tres personas […] se encontraban pidiendo 

dádivas en la carretera Tlalnepantla-Cuautitlán, en uno de los semáforos […] los 
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aseguramos […] una dama […] nos dijo […] por qué nos los llevábamos […] se 

puso muy pesada […] por lo que mi compañero se arrancó”. 
 

A mayor abundamiento, en las boletas de remisión de presentados, con folios 

16611, 16612 y 16613, suscritas por los servidores públicos Jorge Jhonattan 

Vargas Fuentes y Marco Ronie Molina Mata, mediante los que presentaron a los 

agraviados ante personal adscrito a la Oficialía Calificadora Zona Centro de 

Tultitlán, no se asentó que éstos hubieran amagado ni amenazado a transeúntes 

al solicitarles dinero. 
 

Consecuentemente, el proceder de los elementos de la Policía Municipal de 

Tultitlán, Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie Molina Mata, 

meridianamente configuró detención arbitraria en agravio de Araceli Castro 

Ramírez, José Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández Alvarado, toda vez que, 

el catorce de julio de dos mil once, éstos solamente solicitaban dinero a 

transeúntes al tiempo de su aseguramiento, conducta que no estaba prevista 

como infracción administrativa en el Bando Municipal del lugar, vigente al tiempo 

de los hechos. 
 

En efecto, en el artículo 24, fracción XXXI, del Bando Municipal 2011 de Tultitlán, 

se establecía, como requisito sine qua non para la configuración de la respectiva 

infracción administrativa, que el pedir o solicitar dinero al interior de las unidades 

del servicio público de transporte o la vía pública se realizara “utilizando como medio 

el amago o amenaza”, lo cierto es que el supuesto no se actualizaba con la 

conducta de los agraviados y, por ende, no existía motivo alguno para asegurarlos 

ni presentarlos ante autoridad alguna. 
 

Resultó oportuno recordar que la Organización de las Naciones Unidas ha 

pronunciado que las detenciones administrativas sólo resultan legítimas y 

justificadas cuando se realizan con el fin de afrontar situaciones de carácter 
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excepcional, y deben practicarse por funcionarios encargados de hacer cumplir la 

ley, con plena observancia a las normas adoptadas por el derecho internacional de 

los derechos humanos para reconocer y garantizar el derecho a la libertad 

individual y a la seguridad personal, que en la especie no aconteció.2 
 

En ese tenor, la detención arbitraria perpetrada en agravio de Araceli Castro 

Ramírez, José Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández Alvarado no fue 

compatible con el respeto a su dignidad humana al prescindir de aspectos torales 

que justifican una detención: idoneidad, necesidad y proporcionalidad.3 
 

Esto fue así porque la detención de los agraviados no fue idónea, pues no se 

realizó para salvaguardar la integridad física de la ciudadanía ni el orden público, 

en el entendido de que el catorce de julio de dos mi once, Araceli Castro Ramírez, 

José Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández Alvarado pedían dinero a 

transeúntes de forma pacífica. En consecuencia, su detención no era necesaria, al 

no resultar indispensable para salvaguardar bien jurídico alguno. Y, finalmente, 

esa detención no fue proporcional al carecer de motivación suficiente para 

realizarla, pues, se insiste, la conducta de los agraviados no constituía falta o 

infracción alguna al Bando Municipal de Tultitlán, de tal forma que el sacrificio 

inherente a la restricción de su derecho a la libertad devino en exagerado y 

desmedido. 
 

Por lo ponderado, las conductas que desplegaron los policías municipales Jorge 

Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie Mata Molina, además de la ya 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
2 Cfr. Organización de las Naciones Unidas, Oficina en Colombia del Alto Comisionado para los Derechos 
Humanos, “Las detenciones arbitrarias son incompatibles con el Estado de Derecho”, intervención del señor 
Michael Frühling, director de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, en el acto de presentación del informe sobre detenciones arbitrarias elaborado por la 
Coordinación Colombia Europa Estados Unidos, Bogotá, 17 de agosto de 2005, página 5. 
3 Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos. Análisis de la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en materia de integridad personal y privación de libertad (artículos 7° y 5° de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos), San José, Costa Rica, 2010, pp. 33,34. 
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mencionada normatividad internacional, trasgredieron las disposiciones de 

observancia general siguientes: 
 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos: 
 

Artículo 21 (párrafo noveno). 
La seguridad pública es una función a cargo de la 
federación, el Distrito Federal, los estados y los  
municipios, que comprende la prevención de los delitos; 
la investigación y persecución para hacerla efectiva, así 
como la sanción de las infracciones administrativas, en 
los términos de la ley, en las respectivas competencias 
que esta Constitución señala. La actuación de las 
instituciones de seguridad pública se regirá por los 
principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución. 

 

 

Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública: 
 

Artículo 40. Con el objeto de garantizar el cumplimiento 
de los principios constitucionales de legalidad, 
objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y 
respeto a los derechos humanos, los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública se sujetarán a las 
siguientes obligaciones: 
 

I. Conducirse siempre con dedicación y disciplina, así 
como con apego al orden jurídico y respeto a las 
garantías individuales y derechos humanos reconocidos 
en la Constitución; 
[…] 
VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de 
persona alguna sin cumplir con los requisitos previstos en 
los ordenamientos constitucionales y legales aplicables; 
[…] 
XXVI. Abstenerse de realizar conductas que desacrediten 
su persona o la imagen de las instituciones, dentro o 
fuera del servicio. 
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Ley de Seguridad Pública Preventiva del Estado de México:4 
 

Artículo 53.- Los miembros de los cuerpos preventivos 
estatal y municipales de seguridad pública, en el ejercicio 
de sus funciones, sujetarán su actuación observando los 
siguientes deberes: 
 
I. Conducirse con apego al orden jurídico y respeto a los 
derechos humanos; 
[…] 
VII. Abstenerse de realizar la detención de persona 
alguna sin cumplir con los requisitos previstos en los 
ordenamientos constitucionales y legales aplicables. 

 

b) Con motivo de la detención de los agraviados, fueron presentados ante la 

licenciada Mónica Jhoana Roth Pineda, oficial calificadora Zona Centro de Tultitlán, 

y el secretario de la adscripción, César Alain Velázquez Hernández, ocasión en la 

que, aun ante la certeza de la arbitrariedad de la misma, consumada al haberse 

realizado sin fundamento legal, validaron ésta en clara violación del derecho a la 

seguridad jurídica. 
 

Se afirmó lo anterior toda vez que los mencionados servidores públicos tuvieron 

pleno conocimiento de que la conducta de Araceli Castro Ramírez, José 

Rodríguez Vázquez y José Luis Hernández Alvarado, consistente en pedir dádivas 

a transeúntes, no encuadraba en el supuesto del artículo 24, fracción XXXI, del 

Bando Municipal de Tultitlán, vigente al momento de los hechos, tal como 

diáfanamente se desprendió de la entrevista realizada en la misma fecha a la 

licenciada Roth Pineda, versión que ambos reiteraron en ocasión de sus 

respectivas comparecencias ante esta defensoría de habitantes. 
 

Mónica Jhoana Roth Pineda: “los oficiales […] me dijeron que […] 

únicamente estaban pidiendo dinero”. 
 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
4 Vigente al tiempo de los hechos de queja. 
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César Alain Velázquez Hernández: “la licenciada Mónica les refirió a los 

oficiales que la falta administrativa […] sólo se constituía si […] utilizaban como 

medio el amago o la amenaza […] los oficiales refirieron que eran órdenes 

superiores y que solicitaban la remisión […] para justificar su trabajo […] la 

licenciada otorgó las remisiones no sin antes escuchar a los presentados […] 

[quienes] comentaron que […] se encontraban pidiendo dinero por necesidad y 

que no estaban amenazando a la gente”. 
 

 

En las apuntadas circunstancias, la oficial calificadora debió abstenerse de 

imponer sanción administrativa alguna y permitir la inmediata libertad de los 

presentados, máxime que el dicho de los elementos policiales era conteste con el 

de los presentados, en el sentido de que éstos no ejercieron amagos ni amenazas 

contra los transeúntes a quienes pedían dinero. 
 

En consecuencia, el proceder de la servidora pública Roth Pineda notoriamente 

excedió los límites de legalidad, necesidad y proporcionalidad que rigen para la 

aplicación de cualquier prisión preventiva. El límite de legalidad fue conculcado por 

los servidores públicos Roth Pineda y Velázquez Hernández por, arbitrariamente, 

haber restringido la libertad de los agraviados sin disposición legal alguna 

aplicable al caso concreto; por ende, también violentaron el límite de necesidad, 

pues ante la inexistencia de conductas trasgresoras del Bando Municipal, no 

resultaba procedente imponerles sanción alguna para preservar bienes jurídicos y, 

en consecuencia, vulneraron la debida proporcionalidad del arresto, que constituye 

la medida más severa que se puede imponer en el ámbito municipal, cuya 

aplicación debe tener carácter excepcional.5 
 

En este contexto, la licenciada Roth Pineda intentó justificarse con el endeble 

argumento de que, vía radio, un “superior jerárquico” de la Policía Municipal de 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
5 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso López Álvarez Vs. Honduras, Sentencia de 1 de febrero 
de 2006 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C N0. 141. Párrafo 67. 
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Tultitlán, de quien no proporcionó nombre, le comunicó que los agraviados habrían 

obstaculizado la vía pública, motivo por el que “sí estaban cometiendo una falta 

administrativa, conforme a lo establecido en el artículo 24, fracción IV, del Bando 

Municipal […] razón por la que determiné ponerles […] un arresto de dos a cuatro horas”. 
 

Contrario sensu, la citada manifestación sólo confirmó el ilegal proceder de la 

licenciada Roth Pineda, y dio cuenta también de que, contrario a la formalidad 

escrita que debe investir todo acto de molestia, desplegó actos de autoridad de 

manera verbal, que en sí mismos son inconstitucionales a la luz de lo previsto en 

el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos: 
 

Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 
domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa 
legal del procedimiento. 

 

En el citado numeral se establece que los actos de molestia deben figurar por 

escrito, requisito que otorga certeza jurídica respecto de la actuación estatal, tanto 

sobre su existencia como de su contenido y alcances, y a su vez permite al 

particular, en su caso, defenderse objetiva y correctamente de éste. 
 

Aunado a la formalidad escrita, todo acto de molestia debe estar debidamente 

fundado y motivado, requisito que tampoco fue respetado por los servidores 

públicos Mónica Jhoana Roth Pineda y César Alain Velázquez Hernández, ya que 

en las boletas de presentación de los agraviados, obraron como fundamento legal 

municipal los artículos: 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 101, 102 y 103 del Bando 

Municipal vigente, que en el año 2011, se referían (del 91 a 102) a las actividades 

comerciales, industriales, de servicios y espectáculos públicos, y el último cardinal 

en cita, a la competencia de las oficialías mediadoras-conciliadoras. Y, si bien, en 

las boletas de presentación de referencia se asentó el artículo 24, fracción XXXI, 
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que sí corresponde al Bando Municipal de Tultitlán 2011, no obra el fundamento 

que en ese año otorgaba competencia a las oficialías calificadoras para llevar a 

cabo la calificación de conductas contrarias a ese Bando Municipal. 
 

En el asunto que nos ocupa, en su comparecencia ante este organismo, la 

licenciada Roth Pineda, conocedora de la inexistencia documental de la sanción 

que el catorce de julio de dos mil once impuso a los agraviados (ilegalmente 

fundada en el artículo 24, fracción XXXI, del Bando Municipal de Tultitlán 2011), 

trató de evadir su responsabilidad al argüir que calificó la puesta a disposición de 

los agraviados con base en la fracción IV del citado numeral6; versión que a todas 

luces resultó inverosímil y diametralmente opuesta a lo que ella misma informó a 

personal de esta Comisión en la visita que efectuó el día de los hechos, y que 

concuerda con lo asentado en las boletas de remisión de éstos, en las que obran 

las firmas de la mencionada servidora pública y de César Alain Velázquez 

Hernández, documentos en los que se asentó: infracción calificada 24 XXXI.  
 

Asimismo, José Rodríguez Vázquez aseveró que la licenciada Roth Pineda le hizo 

saber que “el pedir dinero es una falta administrativa y […] quedarán detenidos 24 horas” 

manifestación que concordó plenamente con lo informado por la oficial calificadora 

en la misma visita al informar que les impuso 24 horas de arresto, aseveración que 

en el mismo sentido secundó Araceli Castro Ramírez. 

 

Aunado a lo anterior, resultó evidente que las leyendas asentadas en las boletas 

de libertad expedidas a José Rodríguez Vázquez, relativo a que no fueron violados 

sus derechos, y la diversa a favor de José Luis Hernández Alvarado “no fueron mis 

derechos [sic] lejos de haber sido espontáneamente escritas por los presentados, 

fueron producto de la inducción en el mismo sentido de los servidores públicos 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
6 “IV. Usar las vías públicas y áreas de uso común conn un fin distinto para el que fueron creadas 
obstruyéndolas o deteriorándolas, en perjuicio del interés público, se le impondrá un arresto de dieciséis horas 
conmutable con veinte días de salario mínimo.” 
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Mónica Jhoana Roth Pineda y César Alain Vázquez Hernández en vano intento 

por eludir sus responsabilidades, máxime que esas boletas se cumplimentaron a 

las 19:00 horas del catorce de julio de dos mil once, momento en que ya se había 

retirado del lugar el personal de esta defensoría de habitantes, redacción que por 

ende resultó contraria a las medidas cautelares en la misma fecha solicitadas. 
 

A mayor abundamiento, para este organismo no pasó desapercibido que las 

razones que la servidora pública Mónica Jhoana Roth Pineda asentó a las 09:00 

horas del quince de julio de dos mil once, respecto a la presentación y sanciones 

impuestas un día antes a Araceli Castro Ramírez y José Luis Hernández Alvarado, 

dieron clara cuenta de la negligencia con que prestó el servicio que el gobierno 

municipal le encomendó, puesto que en ambos documentos hizo constar que la 

presentación de dichos agraviados se realizó a las “14:45 del día que se actúa”, es 

decir, hizo constar hechos falsos, ya que la presentación de referencia se realizó 

el catorce de julio de dos mil once, no el día quince del mismo mes y año. 
 

De las citadas razones no se cumplimentó el tiempo que, por concepto de arresto, 

habrían de cumplir los agraviados, lo que permite afirmar que, 14 horas después 

de su liberación, la licenciada Mónica Jhoana Roth Pineda aún no asentaba en 

documento alguno la duración de la citada medida de restricción; circunstancia 

que, si bien no importaba ya violaciones a derechos humanos, nuevamente 

evidenció la displicencia con que prestó la función calificadora. 
 

Evidentemente, las conductas desplegadas por los servidores públicos Mónica 

Jhoana Roth Pineda y César Alain Velázquez Hernández, ante la detención 

arbitraria cometida en contra los agraviados, se alejaron de su deber de proteger 

derechos fundamentales de quienes, por ese hecho, estaban en “situación 
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agravada de vulnerabilidad, de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros 

derechos, como el derecho a la integridad física y a ser tratada con dignidad.”7 
 

Dada su formación académica en Derecho, los servidores públicos Mónica Jhoana 

Roth Pineda y César Alain Velázquez Hernández, y en atención a los cargos que 

ejercían el catorce de julio de dos mil once, debieron dilucidar el error y conducta 

antisocial en que se encontraban los policías remitentes, y cumplir su obligación 

de garantizar derechos, que deriva del artículo 7.5 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos: 
 

Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, 
ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer 
funciones judiciales y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un 
plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que 
continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a 
garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 

 

c) No pasó desapercibido para esta defensoría de habitantes que la formación 

académica del servidor público César Alain Velázquez Hernández no corresponde 

a la exigida en la norma, por tanto resulta contraria al ejercicio de la función 

calificadora municipal. 
 

En efecto, en el artículo 153 de la Ley Orgánica Municipal de la entidad se prevé  

que las faltas temporales de los oficiales conciliadores y calificadores serán 

cubiertas por el secretario de la propia oficialía o por el servidor público que el 

ayuntamiento designe, quienes estarán habilitados para actuar en nombre del 

titular, siempre y cuando cumplan los requisitos de ley. No obstante, César Alain 

Velázquez Hernández manifestó a este organismo que su grado de estudios es de 

pasante en Derecho y que ostentaba el cargo de secretario de la Oficialía 

Calificadora, perfil que no es acorde para desempeñar dichas funciones, según lo 

	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
7 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Tibi Vs. Ecuador, Sentencia de 7 de septiembre de 2004 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C No. 114, párrafo 147. 
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establecido por el numeral 149, fracción II, inciso e), de la Ley Orgánica Municipal 

de la entidad. 
 

De esta manera, deviene indispensable el designar personal que reúna los 

requisitos exigidos por la ley para el ejercicio de las funciones de los servidores de 

la administración pública municipal, específicamente en la Oficialía Calificadora 

Zona Centro de Tultitlán. 
 

d) Esta Comisión no desatendió el hecho de que en Tultitlán, se prevén conductas 

delictivas como infracciones administrativas en el Bando Municipal 2012, y que las 

funciones de los oficiales calificadores no están reglamentadas. 
 

En este orden de ideas, el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos prevé lo relativo al municipio y, en su fracción II, se establece 

para los ayuntamientos la atribución de expedir bandos municipales, reglamentos, 

circulares y disposiciones administrativas de observancia general en el ámbito de 

su respectiva competencia; sin embargo, no pueden los ayuntamientos constituir 

órdenes jurídicos independientes del local. 
 

Esto es así porque entre los ámbitos estatal y municipal debe prevalecer 

uniformidad normativa, en la que al estado le está vedado invadir la esfera 

municipal y viceversa, a efecto de que cada entidad ejerza las atribuciones que 

constitucionalmente les han sido conferidas. Así, corresponde a la legislatura local 

emitir bases generales con el ánimo de propiciar similitud entre la normatividad 

interna de los municipios y a éstos, emitir sus normas en armonía, concordancia y 

complementariedad con la legislación estatal. 
 

En este contexto, jerárquicamente, los bandos municipales se ubican en el orden 

jurídico mexicano después de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos, los tratados internacionales, las Constituciones y leyes locales, y 

necesariamente deben prever el respeto a los derechos humanos. 
 

En el ámbito municipal existe la posibilidad de imponer sanciones administrativas 

por violaciones a la normatividad que emitan los ayuntamientos, que si bien son de 

naturaleza análoga a la penal, su aplicación está claramente limitada a conductas 

que no constituyan delitos, los cuales se encuentran contenidos en el Código 

Penal del Estado de México, y la imposición de penas previstas para los mismos 

está encomendada al Tribunal Superior de Justicia de la entidad. 
 

En este sentido, en relación con los hechos que motivaron el expediente que se 

resuelve, esta defensoría de habitantes observó que el Bando Municipal de 

Tultitlán 2011, en su artículo 24, fracción XXXI –ahora fracción XXIX del mismo 

artículo, del Bando Municipal 2012–, se prevé: 
 

Artículo 24. Queda estrictamente prohibido y se consideran 
como faltas administrativas, que serán sancionadas en los 
términos que señala el presente Bando Municipal, las siguientes: 
[…] 
XXXI. Pedir o solicitar dinero al interior de las unidades del 
servicio público de trasporte o la vía pública, utilizando como 
medio el amago o amenaza. 

 

Siendo que las conductas a que se hace alusión son análogas a una de las 

modalidades previstas en el injusto estipulado en el artículo 290, fracción I, del 

Código Penal del Estado de México, a saber: robo con modificativa agravante de 

haberse cometido con violencia; ello es así habida cuenta de que si al solicitar 

dinero se utiliza como medio el amago o amenaza, se actualiza la figura jurídica 

de violencia moral descrita en el párrafo segundo del dispositivo legal en cita. 
 

Por ello, corresponde al Ayuntamiento de Tultitlán llevar a cabo la adecuación del 

Bando Municipal 2012, a la estricta esfera de su competencia. 
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Del mismo modo, este organismo observó que en el municipio de Tultitlán no se 

ha emitido el correspondiente reglamento de las funciones mediadora-conciliadora 

y calificadora, lo que necesariamente ha generado que los servidores públicos 

adscritos a las respectivas oficinas administrativas no cuenten con fundamento 

jurídico del orden municipal aplicable al despacho de sus asuntos. 
 

Así las cosas, el artículo 152 de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México 

obliga a los ayuntamientos a determinar la forma de organización y funcionamiento 

de las oficialías conciliadoras y calificadoras, lo cual debe estar contenido en el 

bando municipal o en los respectivos reglamentos. 
 

En relación con lo expuesto, en los artículos 123 y 124 de la Constitución Política 

del Estado Libre y Soberano de México se señala: 
 

Artículo 123. Los ayuntamientos, en el ámbito de su 
competencia, desempeñaran facultades normativas, para 
el régimen de gobierno y administración del municipio […] 
 
Artículo 124. Los ayuntamientos expedirán el bando 
municipal, que será promulgado y publicado el 5 de 
febrero de cada año; los reglamentos; y todas las normas 
necesarias para su organización y funcionamiento, 
conforme a las previsiones de la Constitución general de 
la República, de la presente Constitución, de la Ley 
Orgánica Municipal y demás ordenamientos aplicables. 

 

Asimismo, en el artículo 3° de la Ley Orgánica Municipal del Estado de México 

se estipula al respecto: “Artículo 3. Los municipios del estado regularán su 

funcionamiento de conformidad con lo que establece esta ley, los bandos municipales, 

reglamentos y demás disposiciones legales aplicables.” 
 

En estas condiciones, deviene en tarea impostergable el que el Ayuntamiento de 

Tultitlán valore la pertinencia de ejercer la aludida función reglamentaria a efecto 
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de dotar a las oficialías calificadoras de su jurisdicción, de los instrumentos 

jurídicos que brinden mayor certeza a su actuación.  
 

e) De las evidencias reunidas en la investigación de los hechos de queja se 

documentó que la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán no cuenta con 

personal médico que certifique el estado psicofísico de los presentados; 

circunstancia que, además de ser contraria al ánimo protector de la dignidad 

humana, incide también en la eficacia tanto del servicio público allí ofrecido como 

el de la labor de la Policía Municipal. 
 

En el asunto que nos ocupa, no obró constancia que acreditara que el catorce de 

julio de dos mil once, los presentados Araceli Castro Ramírez, José Rodríguez 

Vázquez ni José Luis Hernández Alvarado hayan sido certificados médicamente 

con motivo de su ingreso al área de galeras, lo que fue contrario a lo previsto en el 

numeral 24 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas 

Sometidas a Cualquier Forma de Detención o Prisión, en el que se establece que 

a la brevedad se debe ofrecer a toda persona detenida un examen médico. 
 

Resultó oportuno destacar que el certificado médico de estado psicofísico, además 

de ser útil para determinar, entre otros aspectos, la edad clínica, estado de alerta, 

lesiones y enfermedades de todo presentado, es la piedra angular sobre la que se 

pueden delimitar, en su caso, responsabilidades derivadas de abusos tanto en el 

sometimiento como en la estancia de personas en el área de galeras; de tal 

suerte, su carencia también ubica a los servidores públicos que hayan tenido trato 

con los asegurados en incertidumbre jurídica ante ulteriores quejas. 
 

En el asunto que nos ocupa, se pudo advertir que los servidores públicos 

involucrados no se percataron del embarazo de Araceli Castro Ramírez, quien por 
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ello requería de protección especial, lo cual denota la utilidad y urgencia de contar 

con tal servicio. 
 

En este sentido, esta defensoría de habitantes no fue ajena al hecho que en la 

Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán se ha intentado contar con servicio 

médico para los presentados al solicitar el apoyo de Protección Civil, como lo refirió 

el servidor público César Alain Velázquez Hernández, y al respectivo Sistema 

Municipal DIF, como lo manifestó la coordinadora de las Oficialías Mediadoras 

Conciliadoras y Calificadoras; no obstante, a efecto de contribuir al objetivo 

respeto por los derechos humanos de las personas que en esa oficina sean 

presentadas, así como a las labores de la Policía Municipal y oficiales 

calificadores, resulta necesario que esa Oficialía cuente con médicos adscritos a 

cada turno que certifiquen de inmediato su estado psicofísico. 
 

Por ello, la administración municipal debe dotar de personal médico a la Oficialía 

Calificadora Cartagena Tultitlán, para lo cual, se pueden celebrar convenios de 

colaboración con instituciones del sector salud. 
 

f) Por otro lado, el municipio de Tultitlán es lugar de tránsito para extranjeros con 

destino a los Estados Unidos de América, particularidad que compele a las 

autoridades municipales para abstenerse de realizar, consentir o tolerar actos que 

menoscaben su dignidad. 
 

Las aseveraciones que ante personal de este organismo realizaron los agraviados, 

y demás evidencias reunidas, permitieron presumir fundadamente que, ante su 

condición de migrantes, se encontraban en situación agravada de vulnerabilidad, 

que debió constreñir a los servidores públicos Jorge Jhonattan Vargas Fuentes, 

Marco Ronie Molina Mata, Mónica Jhoana Roth Pineda y César Alain Velázquez 

Hernández a velar por el respeto a los derechos fundamentales de los agraviados. 
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Las detenciones arbitrarias documentadas evidentemente se alejaron de toda 

consideración humanitaria a su favor y la actuación del personal adscrito al 

segundo turno de la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán se orientó a 

sancionar el claro estado de necesidad que derivaba de la pobreza que el pedir 

dinero en vía pública dio cuenta. 
 

Aunado a ello, el veinte de febrero de dos mil doce, la coordinadora de Oficialías 

Mediadoras Conciliadoras y Calificadoras de Tultitlán envió a esta defensoría de 

habitantes dos boletas de remisión del tres de octubre de dos mil once, 

correspondientes a dos hondureños, que tenían los artículos 91, 92, 93, 94, 95, 96, 

97, 98, 99, 100, 101, 102 y 103 del Bando Municipal vigente, que como ya se ha 

mencionado, no resultaban aplicables en el año dos mil once, e incluso no 

contaban con los nombres del titular ni del secretario de esa oficialía y que 

prueban que, a dos meses con 24 días después de la visita que motivó el inicio del 

expediente que se concluyó, se continuaban aplicando esos fundamentos legales, 

en evidente violación a lo previsto en el ya citado artículo 16 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 

Más aún, se documentó la violación al derecho a la seguridad jurídica en agravio 

de quien dijo ser el hondureño Ángel Fernando Buendía Quiroz, de 17 años de 

edad, toda vez que en la boleta utilizada para su presentación, del tres de octubre 

de dos mil once, se asentó que éste fue asegurado por elementos de la policía 

municipal a las 17:05 horas de la misma fecha por habérsele encontrado “pidiendo 

dinero a los transeúntes con violencia”, fue presentado a las 17:10 horas del mismo 

día, sancionado también con fundamento en el artículo 24, fracción XXXI, del 

Bando Municipal, y no obstante que de la boleta de libertad con folio 22000 no se 

asentó la fecha, se anotó como hora de salida las 08:15 horas y se le impuso 

amonestación, pero en el rubro de Observaciones obra la leyenda “cumplo arresto”. 
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Así, con motivo de su presentación, del tres de octubre de dos mil once, personal 

de la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán impuso dos sanciones a Ángel 

Fernando Buendía: amonestación y arresto en clara violación de lo previsto por el 

artículo 21, párrafo cuarto, de la Constitución federal: 
 

Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones 
por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, 
las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por 
treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si 
el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se 
permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá 
en ningún caso de treinta y seis horas. 

 

En relación con el arresto dictado a Ángel Fernando Buendía, no se asentó la 

temporalidad, pero evidentemente no se consideró que éste era menor de edad y, 

reflexionando de buena fe, que haya sido liberado el cuatro de octubre de dos mil 

once, habría permanecido arrestado, al menos, 15 horas. 
 

En este contexto fue menester mencionar que no basta que la medida de 

restricción de libertad esté prevista y permitida por la ley, sino que se requiere, 

además, un juicio de proporcionalidad entre aquélla, los elementos de convicción para 

dictarla y los hechos que se investigan. Si no hay proporcionalidad, la medida será 

arbitraria.8 
 

Así, resulta necesario que las autoridades municipales implementen mecanismos 

o medidas eficaces, tendentes a evitar en lo sucesivo actos arbitrarios por parte de 

los elementos policiales o autoridades del Ayuntamiento de Tultitlán. 
 

g) Las evidencias, ponderaciones, actuaciones y elementos reunidos por esta 

defensoría de habitantes en la investigación de los hechos motivo de queja 

permitieron afirmar que los servidores públicos Mónica Jhoana Roth Pineda, César 

Alain Velázquez Hernández, Jorge Jhonattan Vargas Fuentes y Marco Ronie 
	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  	
  
8 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso López Álvarez, párrafo 68. 
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Molina Mata, y aquellos que el tres de octubre de dos mil once impusieron 

amonestación y arresto a Ángel Fernando Buendía Quiroz, en ejercicio de sus 

obligaciones transgredieron lo dispuesto en los artículos 42, fracciones I, VI y XXII, 

así como 43 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Estado y Municipios, al omitir cumplir con la máxima diligencia el servicio público 

que tenían encomendado en franca violación a derechos humanos de los 

agraviados Araceli Castro Ramírez, José Rodríguez Vázquez, José Luis 

Hernández Alvarado y Ángel Fernando Buendía Quiroz. 
 

Resultó necesario precisar que los hechos de queja y su reiteración por parte de 

servidores públicos adscritos a la Oficialía Calificadora Zona Centro de Tultitlán se 

encuentran sujetos a investigación en el expediente CM/QD/084/2012, que se 

sustancia en la Contraloría Municipal de Tultitlán, instancia que deberá 

perfeccionar en términos de ley las evidencias y medios de convicción de los que 

da cuenta esta Recomendación, para que adminiculados y concatenados con los 

medios de prueba que se allegue, cuente con los elementos objetivos que 

sustenten fehacientemente la resolución, y en su caso, las sanciones que se 

impongan. 
 

Por lo expuesto, este organismo respetuosamente formuló al presidente municipal 

de Tultitlán las siguientes: 

 

RECOMENDACIONES 
 

PRIMERA. Solicite por escrito al titular de la Contraloría Municipal de Tultitlán agregar 

la copia certificada de esta Recomendación, que se anexó, al expediente 

CM/QD/084/2012, para que considere las evidencias, precisiones y ponderaciones 

de la misma, que adminiculadas y concatenadas con los medios de prueba que se 
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allegue o cuente, sustenten fehacientemente la resolución y, en su caso, las 

sanciones que se impongan. 
 

SEGUNDA. Ordene por escrito a quien corresponda, a efecto de que convoque a 

sesión de cabildo con la finalidad de uniformar el Bando Municipal con la 

normatividad Constitucional y estatal, y expedir a la brevedad el Reglamento de 

las Oficialías Calificadoras de Tultitlán. 
 

TERCERA. En virtud de que el servidor público César Alain Velázquez Hernández 

no reúne el requisito previsto en el artículo 149, fracción II, inciso e), de la Ley 

Orgánica Municipal del Estado de México, ordene a quien competa que la 

administración pública municipal se abstenga de designar personal para la función 

calificadora que no cumpla con el perfil académico correspondiente, o bien, se 

sirva subsanar dicha particularidad a través del mecanismo administrativo que se 

estime pertinente. 
 

CUARTA. Ordene por escrito a quien competa que en la Oficialía Calificadora de la 

Zona Centro de Tultitlán, indefectiblemente, se brinde garantía de audiencia a las 

personas que sean presentadas y se expida acuerdo de calificación de infracción 

administrativa previo a la imposición de sanciones. 
 

QUINTA. Ordene por escrito a quien corresponda se emprendan las acciones 

administrativas necesarias a efecto de que la Oficialía Calificadora Zona Centro de 

Tultitlán cuente con personal médico para la valoración del estado psicofísico de las 

personas que allí sean presentadas o, en su caso, se signe un convenio con 

autoridad diversa para cumplir con tal propósito. 
 

SEXTA. Ordene por escrito a quien corresponda se impartan cursos de 

capacitación y actualización en materia de derechos humanos y del marco jurídico 

que rige su actuación a los policías municipales, secretarios y oficiales 
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calificadores de Tultitlán, a fin de que durante el desempeño de su cargo se 

conduzcan con puntual respeto a los derechos humanos y con apego a las normas 

que regulan su función pública, para lo cual esta Comisión estatal le ofreció su 

más amplia colaboración. 

	
  


